
Informe Anual dPA 2024

191

oportunidades. Es el caso de algunos de los que han participado a esta publicación, que han pasado de 
no leer nada, a ser un lector voraz y animarse a escribir.   

2.1.4.2.3.3. Pueblo gitano
La puesta en marcha de políticas dirigidas a la promoción de la inclusión social y no discrimina-
ción de la población gitana, posibilitando su plena participación en la vida política, económica, social y 
cultural en condiciones de igualdad con el resto de la ciudadanía, es uno de los retos más importantes 
de las distintas administraciones. 

La discriminación que históricamente vienen padeciendo requiere centrar la atención en el desarrollo 
de acciones y estrategias que promuevan el respeto a los valores y potencialidades del pueblo gitano. 

Conforme se recoge en la Estrategia Nacional para la Inclusión Social de la Población Gitana en España 
2012-2020, desde el siglo XV, su trayectoria histórica ha estado marcada, igual que en el resto de Europa, 
por persecuciones, intentos de asimilación y procesos de exclusión social. Actualmente, la población 
gitana española se calcula en alrededor de 725.000-750.000 personas. La Estrategia incide en las cuatro 
áreas clave para la inclusión social: Educación, Empleo, Vivienda y Salud. 

Así, en la citada Estrategia, se recoge el perfil de esta minoría, basado en los distintos estudios llevados 
a cabo, en los que se revelan que se trata de una población joven, en la que alrededor de un tercio ten-
dría una edad inferior a 16 años, y que mantiene unas tasas de natalidad sustancialmente superiores a 
la media del conjunto de la población, si bien la tendencia apuntada en la última década se encamina 
a reducir estas diferencias. 

En cuanto a su situación social, el perfil es heterogéneo y diverso; es un error frecuente asociar la perte-
nencia étnica con situaciones de privación material, exclusión social o autoexclusión. Muchas personas 
gitanas tienen unos niveles socio-económicos altos o medios y viven en situación de plena integración 
en la sociedad. 

Por otro lado, un grupo amplio ha experimentado notables avances en las últimas décadas, si bien aún 
acusa, en distintos grados, carencias sociales e inequidades frente al conjunto de la población. Y un tercer 
segmento, minoritario, está compuesto por personas en situación de exclusión social severa y que han 
experimentado pocos avances en cuanto a su inclusión social. 

Hay que destacar, por último, que la población gitana en España ha aumentado con la llegada de per-
sonas romaníes procedentes principalmente de Rumanía y Bulgaria que, sobre todo desde el año 2002 
(cuando se eliminó el requisito de visado para estos dos países) y posteriormente desde 2007 (cuando 
sus países de origen se adhirieron a la UE), han elegido España como país de destino, ejerciendo su 
derecho de libre circulación y residencia en nuestro país. 

Por lo que respecta a la realidad andaluza, según la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familia 
e Igualdad, cerca de 300.000 personas residen en Andalucía, un 40% aproximadamente de los gitanos 
y gitanas españoles.

La administración autonómica ha tenido en cuenta la realidad de las personas gitanas a la hora de 
elaborar dos documentos estratégicos de gran importancia para trabajar en favor de su inclusión. Nos 
referimos al I Plan Integral para la Inclusión de la Comunidad Gitana de Andalucía 2017-2020 y a la Es-
trategia Regional para la Cohesión e Inclusión Social, ERASCIS. 

Poner también de relevancia el papel de la Secretaría de Estudios y Aplicaciones de la Comunidad Gi-
tana, creada en octubre de 1985 que tiene funciones de asesoramiento, estudio y comprobación de las 
necesidades reales de la comunidad gitana, así como la promoción del asociacionismo de la comunidad 
gitana en aquellos lugares del territorio andaluz, donde su incidencia sea menor o inexistente. 
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Desde el ámbito local, se ha de tener en cuenta la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local,  que prevé que el municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus com-
petencias, pueda promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las 
necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en los términos previstos en el artículo 25.

Por su parte, el artículo 9 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía recoge com-
petencias de las corporaciones locales, relacionadas con la inclusión de la población más vulnerable y 
por lo tanto de las personas gitanas. 

En este informe anual prestaremos una especial atención a aquellas medidas relacionadas con el ac-
ceso a la vivienda, la igualdad de género y las dirigidas a prevenir actuaciones de discriminación. Una 
información que pondremos en consonancia con algunas de las cuestiones puestas de manifiesto por 
el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre cuestiones de las minorías, Fernand de Varennes, tras 
su visita oficial a España en 2019, en la cual se desplazó a Sevilla, y que consideramos sigue siendo refe-
rente en la actualidad.  

Teniendo en cuenta que en 2023 el Consejo de Gobierno acordó aprobar la formulación del II Plan 
Integral para la Inclusión de la Comunidad Gitana de Andalucía, esta Defensoría consideró necesario 
conocer el impacto de las medidas del I Plan Integral en los municipios de cada provincia que estaban 
contemplados en el mencionado documento programático. 23/8100 Almería, 23/8101 Málaga, 23/8099 
Córdoba, 23/8098 Jaén, 23/8094 Huelva, 23/8095 Granada, 23/8096 Sevilla y 23/8097 Cádiz. 

Unas quejas de oficio a través de las cuales los ayuntamientos requeridos han trasladado información 
referida a las actuaciones que se realizan, principalmente desde los Servicios Sociales Comunitarios, con 
pocas referencias a otras áreas que también tiene competencia en materias y que son decisivas para la 
inclusión social de estas personas. 

Una de las cuestiones que llama la atención en los informes recibidos en las distintas quejas de oficio, es 
la ausencia de datos segregados en función del grupo de población, dado que nos trasladan que el 
Servicio de información, valoración, orientación y asesoramiento (SIVA) no los recoge. Según nos infor-
man es ésta una dificultad que dificulta aportar datos sobre los idoneidad de determinados programas 
en las personas gitanas. 

En este sentido el Relator exponía que España, junto con algunos otros países, no recopila sistemática-
mente datos desagregados, en este caso sobre las etnias, dificultándose así “medir el impacto de las 
políticas y programas para quienes se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad o mar-
ginación, incluyendo a las minorías”. Desde el punto de vista del Relator, “así como del de la mayoría 
de los observadores internacionales, si no todos, es que los datos desglosados son indispensables para 
garantizar que las medidas positivas para abordar los problemas de derechos humanos, incluyendo 
las destinadas a las minorías, sean efectivas”. 

Así, considerando los distintos estudios que entidades gitanas comparten con esta Defensoría y la infor-
mación aportada por los ayuntamientos en las quejas de oficio antes mencionadas, consideramos en 
esta Defensoría que sería necesario implementar datos segregados que permitiera diseñar, imple-
mentar y evaluar el impacto de los proyectos y programas dirigidas a mejorar las condiciones de vida 
de la población gitana. 

En referencia a las mejoras del alojamiento como elemento esencial para favorecer la inclusión so-
cial de las personas gitanas, por la dificultad antes mencionada de no disponer de datos desagregados, 
en los distintos informes enviados en las quejas de oficio antes mencionadas, solo se hace mención a 
los principales barrios donde residen las familias gitanas, sin concretar el porcentaje de población que 
representan.

En las quejas a instancia de parte, se pone de manifiesto las dificultades para acceder a un alojamiento 
digno. Sus promotoras son normalmente mujeres gitanas, con hijos y nietos a cargo, que necesitan 
vivienda dado las condiciones de hacinamiento por residir en familias plurinucleares.  En otras ocasio-
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nes nos escriben para solicitar nuestra intervención al estar pendiente de un desalojo de las viviendas 
que ocupan sin título, y tener abierto un expediente de desahucio administrativo por algún operador 
público. Manifiestan que por ser gitanas nadie les quiere alquilar. Una cuestión discriminatoria, donde 
interseccionan distintos factores entre los que se encuentra la falta de recursos económicos, generando 
desconfianza en los arrendadores. 

También hemos conocido situaciones de extrema vulnerabilidad residencial, como es el caso de los po-
blados chabolistas que siguen existiendo en la actualidad y que hemos dado cuenta en este informe 
con anterioridad. 

Nos referimos al asentamientos denominado Las Casillas en Torre del Mar, donde residen desde hace 
años familias con menores y otras personas mayores, sin condiciones algunas de habitabilidad. En la 
queja de oficio 23/7319, se está recabando información sobre las actuaciones que desde el Ayuntamiento 
de Vélez Málaga se están impulsando para la eliminación de estas chabolas.

Igual sucede con el asentamiento de familias gitanas rumanas en Jun, cuya situación fue puesta de 
manifiesto por Médicos del Mundo, aperturándose la queja 23/7559, que ha sido objeto de Resolución 
[Resolución bopa] relacionada con el abastecimiento de agua potable en un punto cercano.

Son situaciones, en las que los ayuntamientos deberán de impulsar y coordinar las actuaciones nece-
sarias para favorecer la inclusión de estas familias, evitando estereotipos negativos hacia los gitanos. 

Por lo que respecta a las actuaciones encaminadas a garantizar la igualdad de oportunidades y la 
no discriminación, nos trasladan en los distintos informes que  es éste uno de los principales objetivos 
transversales de todas las intervenciones y programas.

En relación a esta problemática, el informe 2023-2024 del Observatorio de Discriminación, de la asociación 
Fakali de mujeres gitanas, pone de manifiesto que el futuro del pueblo gitano no puede ser el reflejo de 
su pasado, sino el producto de un presente de conquistas y luchas sociales. 

Considera así, que a la ciudadanía gitana le toca, por derecho propio, provocar un cambio de paradigma, 
aunque no resultará fácil. Siendo por tanto, la lucha contra la discriminación interseccional que sufren 
las personas gitanas, un ejercicio de responsabilidad con el propósito de construir día a día un futuro 
más justo y menos violento. 

Se pone de manifiesto en el informe que esta discriminación se ha dado a través de un “antigitanismo 
sistémico” que ha venido agravándose por las condiciones de pobreza, la cuestión de género y, en la 
actualidad por “la brecha digital”. 

Es significativo que una encuesta realizada a 1.200 jóvenes por el Centro Reina Sofía sobre Adolescencia 
y Juventud de la Fundación FAD, pone de manifiesto que las personas gitanas son las más rechazadas 
en España, incluso antes que otras procedentes de países africanos, llegando incluso a no preferir una 
relación de amistad con una persona de etnia gitana, rechazar vecinos/as o profesores/as por esta misma 
causa, incluso oponerse a que ejerzan de policías. 

Consideran, que la falta de alternativas de vivienda y la persistencia de asentamientos chabolistas más 
antiguo de Europa, como es el caso del Vacie, en Sevilla, son realidades a las que se enfrentan estas co-
munidades que naturalizan el antigitanismo a través de la indiferencia y la falta de empatía mediática. 

Es en este ámbito donde los distintos Observatorios de Discriminación Contra el Antigitanismo se cons-
tituyen como una herramienta fundamental a través de la cual desarrollar estructuras de colaboración 
abordadas desde la sociedad civil y desde las administraciones. 

Tras lo expuesto, se considera prioritario, profundizar en la visualización de la cultura gitana y las actua-
ciones encaminadas a poner en valor las opiniones y situaciones de los gitanos y gitanas que se alejan 
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de los extremos estereotipados, con la finalidad de contrarrestar los prejuicios que tiene la ciudadanía 
sobre el pueblo gitano, difundidos a través del ideario colectivo y medios de comunicación. 

En este sentido poner en valor la información aportada por el Ayuntamiento de Linares en la queja de 
oficio 23/8098 en la que nos informan de la publicación del libro “La Población Gitana de Linares: situación 
actual y evolución durante las últimas décadas” (1989-2009)”. Un estudio socio-estadístico en el contexto 
de la población gitana de Andalucía, en la que participaron profesionales del extinguido Patronato de 
Bienestar Social, organismo autónomo del Ayuntamiento de Linares.

Por su parte, hace referencia a la participación de forma activa de distintas entidades del Tercer sector, 
entre ellas Fundación Secretariado Gitano, PARAJ y la Fundación FAKALI, en el Plan Local de Interven-
ción en Zonas Desfavorecidas de Linares cuyo fin es la mejora de la calidad de vida y promoción de la 
participación de los ciudadanos que viven en zonas desfavorecidas, ámbitos donde reside la mayoría de 
las personas gitanas del municipio. 

Informa igualmente que, con fecha de 25 de octubre de 2023, se comienza a trabajar en la elaboración 
del Plan Local para la Igualdad, Inclusión y Participación del Pueblo Gitano, que apuesta por incluir la 
perspectiva inclusiva de la población gitana en los distintos ámbitos, dando especial relevancia a los 
perfiles en mayores condiciones de vulnerabilidad. Un Plan que se diseñará de forma participada con 
entidades, el movimiento asociativo gitano y representantes de la población gitana de la ciudad. Ac-
tuaciones todas ellas en consonancia con el Plan Integral para la Inclusión de la Población Comunidad 
Gitana de Andalucía. 

 Y para concluir hacer mención a la declaración que hace el Gobierno de España para conmemorar en 
2025 el Año del Pueblo Gitano. Así conmemorando que el pasado 12 de enero se cumplen 600 años del 
día en el que el pueblo gitano entró en la Península Ibérica, un 12 de enero de 1425, el Consejo de Minis-
tros a aprobar una declaración institucional para reconocer y celebrar en este 2025 “la huella cultural, 
social y lingüística” que han aportado a nuestro país. 

Se incluirán igualmente en esta Declaración las acciones que se han llevado a cabo en los últimos años 
para alcanzar esta meta, como la aprobación en 2022 de la Ley Integral para la Igualdad de Trato y la No 
Discriminación y la introducción en el Código Penal (en los artículos 22.4ª y 51) del antigitanismo como 
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circunstancia agravante y como finalidad constitutiva de un delito de odio específico contra los gitanos 
y las gitanas. También la Ley de Empleo, aprobada en 2023, en la que se incorporó a las personas gitanas 
como colectivo de atención prioritaria. 

2.1.4.2.4. Vulnerabilidad por razón de 
género

La intersección de dos conceptos, desigualdad y género, es objeto de análisis en numerosos estudios, 
formando parte de numerosos preámbulos de nuestro cuerpo normativo. Con solo poner en un busca-
dor qué es la vulnerabilidad por razón de género, encontramos algunas definiciones, como la referida 
a la que sufren las mujeres como consecuencia de “las estructuras sociales ‘generalizadas’ que causan 
su marginación, exclusión de la toma de decisión política y económica, empobrecimiento y falta de 
protección jurídica”.   

Son muchas las ocasiones en las que se identifican las condiciones socioeconómicas como un factor 
determinante para el desarrollo de la vulnerabilidad, estando íntimamente ligada la pobreza a la exclu-
sión social,  teniendo ésta rostro de mujer. 

Desde el punto de vista economicista, la incorporación del enfoque de género tiene fuertes implicacio-
nes para las políticas públicas, dado que la equidad de género es componente principal de la equidad 
social. El enfoque de género contribuye a la comprensión del funcionamiento de los mercados laborales, 
resaltando la importancia de las diferencias entre hombres y mujeres en las oportunidades y resultados. 
Así, el cambio en la definición de roles de género, dentro y fuera del contexto familiar, y la vulnerabilidad 
por razones de género, han devenido como una dimensión ineludible en el análisis de la realidad social 
y económica. 

Ante estas situaciones las políticas de igualdad de oportunidades tienen como objetivo desarrollar di-
ferentes mecanismos para la erradicación de la discriminación social por razón de sexo. Basadas en el 
principio de igualdad, se concretan en la eliminación del ordenamiento jurídico de las discriminaciones 
por razón de sexo, protegiendo tanto la discriminación directa como la indirecta, eliminando aquellas 
disposiciones o prácticas que siendo aparentemente neutras, sitúan a personas de un sexo determinado 
en desventaja particular respecto a las personas de otro sexo.

Incluyen también acciones positivas, que actúen sobre las barreras sociales que dificultan la igualdad 
de oportunidades entre mujeres y hombres, teniendo como objetivo equilibrar y compensar las dife-
rencias sociales que producen la discriminación social que puedan sufrir uno u otro sexo, generalmente 
las mujeres. E incorpora un tratamiento transversal de la igualdad de género, introduciendo la igualdad 
en todas las fases de la intervención pública.

Se convierten así los informes de impacto de género en un buen aliado para el análisis sobre los resulta-
dos y efectos de las normas o las políticas públicas en la vida de mujeres y hombres, de forma separada, 
con el objetivo de identificar, prevenir y evitar la producción o el incremento de las desigualdades de 
género. 

Todas estas desigualdades confluyen de una manera muy especial en mujeres migrantes que residen 
en las zonas más pobres de las ciudades, muchas de ellas migrantes, en prisión o ya excarceladas, con 
hijos y en muchas ocasiones víctimas de violencia de género. 

Los distintos factores que interseccionan en la desigualdad de género, se ponen de manifiesto en 
los relatos de las quejas que se reciben en esta Defensoría y que son objeto de esta dación de cuentas. 
Muchos de ellos son aportados por mujeres que se enfrentan a dificultades para acceder a un recurso 
residencial, que no pueden optar a criar a sus hijos en barrios más seguros y con más oportunidades, 
cuando no desatendidas por recursos públicos que deben protegerlas. 
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